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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto que adiciona un inciso Q) a la fracción I del Artículo 6 de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone que los hijos de padres o madres que cumplan con una condena privativa de la libertad tengan derecho preferente a la asistencia social.

Planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 17 de Diciembre de 2015.

Turnada a la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Fecha del Dictamen: 20 de Diciembre de 2016.
Decreto No. 730

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O . 7 / 24 de Enero de 2017.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN INCISO Q) A LA FRACCION I DEL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Lo anterior bajo la siguiente:

Exposición de motivos.

Se entiende por grupos vulnerables a todos aquellos que, ya sea por su edad, raza, sexo, condición económica, características físicas, circunstancia cultural o política, se encuentran en mayor riesgo de que sus derechos sean violentados.

La defensa preferente, específica y especial de estos grupos se debe a una situación de vulnerabilidad que los ubica en un contexto de inferioridad para poder ejercer todos sus derechos y libertades.

Esta iniciativa tiene como objeto integrara un número importante de mexicanas y mexicanos en desarrollo que se encuentra en evidente desventaja social, dentro de la omisa legislación actual, a efecto de que pueda garantizarse un tejido mínimo de estabilidad para ellos, y así proteger su derecho a una vida digna, a su bienestar y desarrollo.

La iniciativa que presentó, es esencialmente una contribución a uno de los mayores problemas humanitarios de nuestro país y del cual nuestro Estado no esta exento, sobre todo, busca el absoluto respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas, desde el nacimiento hasta su fallecimiento.

El informe de la equidad del gasto público en la infancia y la adolescencia en México, elaborado por  la Organización de las Naciones Unidas, señala que, actualmente, millones de niños, niñas y adolescentes en el país viven en condiciones de pobreza y desigualdad económica, y esto impide el goce de sus derechos y coarta sus oportunidades de desarrollo humano.

El objetivo conjunto es lograr la implementación de políticas públicas que reconozcan y combatan las diferentes dimensiones de la desigualdad del desarrollo humano y con ello posibiliten el ejercicio efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Principalmente, se ofrecen elementos para focalizar las acciones en la infancia y en las personas con mayores rezagos y que se hallan más alejadas de acceder a los programas y acciones públicas.

La infancia es un grupo clave para impulsar el desarrollo humano a través de acciones que fomenten la igualdad y la inclusión social.

Cabe recordar, en vista de los datos anteriores, que nuestra constitución, en su artículo cuarto refiere la siguiente obligación estatal: “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.”

Asimismo, la legislación nacional establece que se deben reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sabemos que el interés superior de la niñez debe ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones por parte del estado, y las leyes federales y de las entidades federativas deben garantizar el ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes; así como prever, primordialmente, las acciones y mecanismos que les permitan un crecimiento y desarrollo integral plenos.

En el título segundo de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, artículo 13, se expresa de manera enunciativa los derechos siguientes:

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo;  

II. Derecho de prioridad;  

III. Derecho a la identidad;  

IV. Derecho a vivir en familia;  

V. Derecho a la igualdad sustantiva;  

VI. Derecho a no ser discriminado;  

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral;  

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal;  

IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social;  

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad;  

XI. Derecho a la educación;  

El Artículo quinto de la misma ley, define a las niñas y niños como los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad.

Ahora, imaginemos que un grupo considerado como uno de los más vulnerables en nuestra sociedad, nace y crece en un centro de readaptación social, ya que su padre o madre cumple una condena privativa de la libertad.

Las condiciones para vivir una vida digna y obtener un bienestar y desarrollo adecuado, se sospechan improbables.

Recientemente, la asociación civil REINSERTA, presentó un libro titulado Anuario de los Niños Invisibles, inspirados en los anuarios que publican las escuelas de sus generaciones para evidenciar las condiciones en las que, viven diariamente estos niños dentro de los reclusorios de todo el país.

Con esta  acción REINSERTA, vuelve a colocar ante la opinión pública este debate, por ello es que me parece indispensable reformar la ley que tiene como  objeto la prestación del servicio estatal de la asistencia social, con el objeto de regular el conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan el desarrollo integral del individuo, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad, indefensión desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

Se debe integrar a las niñas y niños hijos de reclusas dentro de la Ley de Asistencia Social, para que la rectoría de la asistencia social pública y privada que corresponde al Estado, cumpla de forma prioritaria con proporcionar servicios asistenciales encaminados al desarrollo integral de la familia, entendida como la célula de la sociedad que provee a sus miembros de los elementos que requieren en las diversas circunstancias de su desarrollo, y también a apoyar, en su formación y subsistencia, a individuos con carencias familiares esenciales no superables en forma autónoma, como lo es este grupo vulnerable.

 Cabe destacar que la presente iniciativa no pretende limitar los beneficios de la modificación únicamente para las niñas o niños que viven con sus progenitoras dentro del centro de readaptación social, sino abarcar a todos aquellos hijos de padres o madres que cumplen con una condena privativa de la libertad y, por lo tanto, ven su célula familiar fraccionada, buscando así, impulsar su bienestar y desarrollo independientemente de esta situación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración de esta Soberanía el siguiente:

Es por eso que mediante las facultades que me otorga la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, acudo ante esta la más alta tribuna del Estado para proponer la siguiente:    

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN INCISO Q) A LA FRACCION I DEL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL Y PROTECCIÓN DE DERECHOS 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO: Se adiciona un inciso Q) a la fracción I del artículo 6 de la Ley de Asistencia Social y protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Para quedar como sigue:

ARTÍCULO 6. Tienen derecho a la asistencia social las personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad y sus familias, preferentemente:

I.
Los niños, niñas y adolescentes en riesgo o en situación extraordinaria por: 

a)…………….

b)……………

c)……………

d)……………

e)……………

f)…………….

g)……………

h)……………

i)…………….

j)……………

k)……………

l)…………….

m)…………..
n)……………

o)……………

p)……………
q)  Ser hijos de padres o madres que cumplan con una condena privativa de la libertad
TRANSITORIOS

UNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a  de Diciembre 14 de 2015.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.


